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RESUMEN 

 

Al causar un daño a una persona que no se encuentra en la obligación de 

soportar, surge de este modo la obligación de realizar una indemnización por 

parte de quien fue el causante del daño. Cabe precisar que dicha 

responsabilidad solo puede generarse de un incumplimiento sin vínculo 

contractual.  

 

Toda persona que sufra un daño en un derecho propio puede solicitar 

indemnización de perjuicios, tanto por daños físicos, como psicológicos, 

morales, daño a la vida de relación, entre otros. Igualmente es necesario 

tener claridad sobre el sujeto activo que realizó la conducta dañosa, el nexo 

de causalidad y un resultado común; es necesario analizar si se respetan los 

procedimientos y derechos fundamentales como el del debido proceso, para 

saber si existe alguna vulneración, y si en realidad la ley respeta el 

procedimiento.  

 

La Corte Suprema de Justicia (2012-2018) ha indicado en diferentes 

ocasiones qué labores desarrolladas diariamente se pueden considerar como 

“peligrosas”, como por ejemplo la conducción de vehículos automotores, en 

las cuales NO se permite la exoneración de responsabilidad con la suma 

diligencia o cuidado de la realización del manejo de la actividad o labor, sino 

que en estos casos existe una presunción de culpabilidad y solamente es 

posible exonerarse con una de las causales como fuerza mayor, caso 
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fortuito, culpa exclusiva de la víctima o intervención de un tercero civilmente 

responsable. Es necesario entonces analizar si en realidad se respeta el 

derecho de defensa al no permitir la exoneración de responsabilidad por la 

suma diligencia y cuidado, y qué papel protege más la jurisprudencia, si el de 

víctima o el de autor.  
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peligrosas, debido proceso.  

 

ABSTRACT  

 

When causing damage to a person who is not in the obligation to endure, the 

obligation to make compensation for who caused the damage arises in this 

way, it should be specified that this responsibility can only be generated 

breach from a non-contractual link. 

 

Any person who suffers damage in a right of their one, can request 

compensation for damages, both damages for physical, as well as 

psychological, moral damage, damage to life relationship, among others. It is 

also necessary to have clarity about the active subject who carried out the 

harmful conduct, the nexus of causality and a common result, it is necessary 

to analyze if the procedures and fundamental rights such as the Due Process 

are respected to know if there is any violation or if in reality the law respects 

the procedure. 

 

The Supreme Court of Justice has indicated on different occasions that work 

carried out daily can be considered as “Dangerous”, such as the driving of 

motor vehicles, in which the exoneration of responsibility is not allowed with 

the utmost diligence or care of the realization of the management of the 
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activity or work, but in these cases there is a presumption of guilt and it is only 

possible to be exonerated with one of the causes that are: Force majeure, 

fortuitous event, exclusive fault of the victim or intervention of a civilly 

responsible third party. It is therefore necessary to analyze whether the right 

of defense is actually respected by not allowing the exoneration of 

responsibility for the utmost diligence and care and what role protects more 

the jurisprudence the victim or author. 

 

Keywords 

 

Extracontractual liability, Supreme Court of Justice, hazardous activities, due 

process. 

 

 

INTRODUCCIÓN 

 

Cuando las personas realizan sus tareas diarias no se percatan que están 

realizando actividades que la ley considera peligrosas; es necesario saber 

qué tipo de responsabilidad se desprende de las mismas, y si la ley protege 

el debido proceso a quienes las realizan, o si en realidad a quienes buscan 

proteger es a las víctimas que sufren un daño, que no están en la obligación 

de soportar.  

 

La aplicación del régimen de responsabilidad objetiva transgrede el derecho 

fundamental a la igualdad que tienen todas las personas, y el debido 

proceso, entre otros, mientras que el régimen de responsabilidad subjetiva 

con culpa presunta permite de alguna forma poder desvirtuar esa presunción, 

garantizando el derecho a un procedimiento en condiciones justas.  

 

En el presente artículo científico se analiza la relación existente entre la 

responsabilidad y el debido proceso en el desarrollo de las actividades 
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peligrosas, frente al derecho a la igualdad de todos los ciudadanos; de igual 

forma, la importancia de que se establezcan conceptos que la jurisprudencia 

aún no ha indicado, como cuáles son las actividades peligrosas, cuándo se 

puede evitar que se cometan las mismas, y cuál es el riesgo por realizar 

dichas actividades, para así evitar estar al arbitrio de un juez y lograr que se 

apliquen los principios de transparencia e igualdad, para que estos no se 

vean desdibujados por la inoperancia de quienes tienen el deber de hacer 

control.  

 

1. RELACIÓN DEL TIPO DE RESPONSABILIDAD Y EL DEBIDO  

PROCESO EN EL DESARROLLO DE ACTIVIDADES PELIGROSAS  

 

1.1. RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL  

 

Cuando se habla de responsabilidad extracontractual, es necesario tener 

claridad sobre el concepto que brinda la Corte Suprema de Justicia (2017), 

que indica que, según el artículo 2341 del Código Civil, quien ha cometido un 

delito o culpa que ha inferido daño a otro está en la obligación de 

indemnizarlo, sin perjuicio de la pena principal que la ley le imponga por la 

culpa o el delito que esta persona cometa.  

 

Es necesario aclarar que cuando un sujeto realiza una conducta (ya sea por 

acción o por omisión), y por dicha conducta se logra producir un daño 

injustificado, o que otra persona no está en la obligación de soportar, se crea 

en la persona que realizó el acto dañoso una obligación de indemnizar, 

siempre y cuando se le pueda atribuir a esta, dicho resultado.  

 

La Corte Suprema de Justicia (2017) indica que para que se efectúe 

responsabilidad se debe cumplir con unos requisitos:  

 

a) Una conducta humana (acción u omisión), que por regla general debe 
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ser antijurídica, ya que hay una vulneración a un bien jurídicamente 

tutelado.  

b) Debe haber la existencia de un daño o perjuicio que la otra persona no 

está en obligación de soportar, y que dicho perjuicio realice un daño o 

detrimento a sus bienes o intereses.  

c) Es necesaria la existencia de un nexo de causalidad, es decir, una 

relación entre la persona que realiza la conducta y el resultado de la 

misma.  

d) Finalmente, exige un criterio de atribución de responsabilidad, el cual 

es por regla general subjetivo (aquí encontramos la culpa), y 

excepcionalmente es objetivo (donde no importa la culpa).  

 

Lo que busca el Alto Tribunal es que quien haya sufrido un detrimento pueda 

quedar en una situación similar a la que tendría si el hecho ilícito no se 

hubiera presentado, logrando así una verdadera reparación integral del 

perjuicio causado. 

 

La Corte Suprema de Justicia (2018) indica que una actividad peligrosa es la 

que puede producir daños incontrolables e imprevisibles, incalculables o 

catastróficos, razón por la cual nace una obligación de indemnizar; la misma 

no depende del control o la previsión de las consecuencias ya que 

estaríamos imponiendo un criterio de imputación basados en la previsión de 

lo imprevisible y como el supuesto de “culpa”, lo que implica es una posible 

previsibilidad de un resultado, esta es la razón para que la previsibilidad no 

sea un criterio en la responsabilidad por actividades peligrosas, ya que dicha 

previsibilidad se vuelve irrelevante. 

 

Es importante aclarar que no se ha definido un concepto de actividad 

peligrosa como tal, sino que se analiza la velocidad alcanzada, la naturaleza 

explosiva o inflamable del bien que está siendo utilizado, la energía 

desplegada, entre otras. MAZEAUD (1962) indicó que cada actividad que 
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realicemos podría predicar cierta peligrosidad, y que depende únicamente 

del Juez determinar en el caso concreto si es peligrosa o no.  

 

Para explicar qué es una actividad peligrosa es muy común diferenciarla 

entre técnica y naturaleza; se considera una actividad es peligrosa cuando es 

producida por una fuerza mecánica superior a la del hombre, y no son 

peligrosas las actividades producidas por la fuerza natural del hombre.  

 

Cabe aclarar que, para lograr eximir de responsabilidad en estos casos, no 

es posible hacerlo con la prueba de suma diligencia y cuidado, ya que no 

aplican para el desarrollo de este tipo de actividades; para el caso puntual es 

necesario probar alguna de las siguientes causales para lograr alguna 

disminución o eximente:  

 

a) Culpa o hecho exclusivo de la víctima.  

b) Intervención de un tercero civilmente responsable. 

c) Caso fortuito.  

d) Fuerza mayor.  

 

Lo anterior, puesto que lo que se busca es una coparticipación causal, y no 

una compensación de culpas, ya que en algunos casos la injerencia de la 

víctima en la producción de un resultado lesivo es tan relevante como la del 

agente. 

 

Al referirnos a la culpa exclusiva y determinante de la víctima, es necesario 

analizar detalladamente el evento en el cual la configuración de dicho daño 

se realice por el actuar culposo o doloso de la misma. Aquí el particular 

puede exonerarse totalmente de la responsabilidad que se le está 

imponiendo, ya que se considera que el actuar de la víctima fue único, 

exclusivo y determinante del daño, pero si se logra demostrar que el daño no 

solamente fue culpa de la víctima, sino que al mismo tiempo se prueba una 
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culpa o negligencia por parte del particular, no es posible que haya una 

exoneración total, sino que existe una exoneración parcial que se denomina 

“compensación de culpas”, donde el juzgador debe realizar un análisis 

profundo para poder indicar el tope de la indemnización que tendrían que 

pagar, encontrándose, entonces, frente a una reducción en la apreciación del 

daño, la cual se encuentra tipificada en el art. 2354 del Código Civil. La culpa 

de la víctima, como se dijo anteriormente, únicamente exonera cuando esta 

es la causa directa y eficiente del daño en cuestión.  

 

Ahora nos ocuparemos de la segunda tipología de causas extrañas que es la 

culpa exclusiva y determinante de un tercero, que es aquella causa extraña 

que exonera de responsabilidad siempre que sea:  

 

a) Exclusiva.  

b) Determinante.  

c) Que reboce ampliamente de imprevisibilidad. 

d) Irresistibilidad. 

 

En primer lugar, debe entenderse por tercero a cualquier persona diferente 

del causante del daño o deudor; en segundo lugar se tiene por determinante 

este hecho por ser el único causante del daño, y no ninguna conducta 

imputable al particular, teniendo en cuenta su magnitud e implicación en la 

causación de este sin interesar si el hecho del tercero fue o no culposo; 

solamente interesará que el hecho del tercero sea y tenga incidencia causal, 

parcial o totalmente en el daño; en tercer lugar por imprevisibilidad, se 

estudia el elemento previsión, el hecho causante del daño no debió haber 

podido ser previsible en los términos normales de previsión, y en cuarto lugar 

la irresistibilidad debe ser estudiada luego de la previsión, en aras de, 

además, prevenir la posible causación de un daño antijurídico por un tercero.  
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Así pues, y dicho esto, se hace menester manifestar que la medida de 

previsibilidad e irresistibilidad debe ser tenida, en principio, por las 

condiciones normales de vida y por el curso normal de las situaciones, sin 

llegar a extremos imposibles de prever o resistir, por cuanto “nadie está 

obligado a lo imposible” (Corte Constitucional, 1993)2. 

 

Igualmente hay otros requisitos que deben ser estudiados, ya que sin ellos 

no será entonces el particular liberado de responsabilidad, tales como:  

 

a) Que el hecho del tercero sea la única causa del daño. 

b) Que se encuentre plenamente individualizado e identificado el 

tercero responsable civil y extracontractualmente. 

c) Que el tercero no haya sido provocado por una autoridad pública 

bajo el título de imputación de riesgo excepcional por atentados 

terroristas. 

d) Que el hecho del tercero sea imprevisible e irresistible. 

 

                                                 
2 Este principio ha sido aplicado por la Corte Constitucional (1993) en varias oportunidades. 
Así, por ejemplo, la Corte dijo en el citado fallo: “Resulta, entonces, aplicable al caso sub-
examine el aforismo que dice que "nadie está obligado a lo imposible". Lo anterior se justifica 
por cuatro razones: “a) Las obligaciones jurídicas tienen un fundamento en la realidad, ya 
que operan sobre un plano real; de ahí que realizan siempre una acción o conservan una 
situación, según sea una obligación de dar o hacer -en el primer caso- o de no hacer –en el 
segundo–. Lo imposible, jurídicamente no existe; y lo que no existe no es objeto de ninguna 
obligación; por tanto, la obligación a lo imposible no existe por ausencia de objeto jurídico. b) 
Toda obligación debe estar proporcionada al sujeto de la misma, es decir, debe estar de 
acuerdo con sus capacidades; como lo imposible rebasa la capacidad del sujeto de la 
obligación, es desproporcionado asignarle a aquél una vinculación con un resultado 
exorbitante a su capacidad de compromiso, por cuanto implicaría comprometerse a ir en 
contra de su naturaleza, lo cual resulta a todas luces un absurdo. c) El fin de toda obligación 
es construir o conservar –según el caso– el orden social justo. Todo orden social justo se 
basa en lo existente o en la probabilidad de existencia. Y como lo imposible jurídicamente 
resulta inexistente, es lógico que no haga parte del fin de la obligación; y lo que no está en el 
fin no mueve al medio. Por tanto, nadie puede sentirse motivado a cumplir algo ajeno en 
absoluto a su fin natural. d)Toda obligación jurídica es razonable. Ahora bien, todo lo 
razonable es real o realizable. Como lo imposible no es real ni realizable, es irracional, lo 
cual riñe con la esencia misma de la obligación”.  
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Es así, pues, como, en materia de responsabilidad y a rasgos generales de 

responsabilidad civil, debe ser estudiada la causa extraña, en particular la 

culpa exclusiva y determinante de un tercero.  

 

Ahora procederemos a realizar un análisis sobre la tercera causal de 

exoneración, que es el caso fortuito, cuando se habla de causas extrañas, 

prima facie, se está tratando y estudiando situaciones que pudieron influir en 

la consecución de un resultado cuyo origen no es imputable a la esfera 

jurídica de un deudor, que en este caso y para la materia que nos ocupa se 

llama daño antijurídico, daño que deberá rebozar de un sin número de 

características para ser indemnizable, tales como ser personal, real y cierto, 

acaecido en el presente, en principio, y no un daño impersonal, hipotético, 

eventual y futuro. 

 

Sin embargo, y como no es el tema del daño antijurídico lo que ha de ocupar, 

se continuará desarrollando el tema de la causa extraña, entendida como el 

rompimiento del nexo causal o la condición que relaciona un hecho con un 

daño. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es de manifestar que las causas extrañas 

cobran sustento cuando la teoría de análisis de la conducta, con relación a la 

ocurrencia del daño, es la de la causalidad adecuada, teoría en la que se 

deberán estudiar las causas del daño en un espectro de horizontalidad, 

donde se sabe que todas pueden ser causas, sin embargo no todos estos 

fenómenos se adecuan o contribuyen a la producción del daño, teniendo que 

estudiar cuál es la que adecuadamente tiene más influencia en la ocurrencia 

del perjuicio; es decir, que solo la causa relevante del daño se tenga por 

causa jurídica del perjuicio a partir de estudios causales, como son el de la 

causalidad probabilística, física y jurídica.  
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Por último, analizaremos la fuerza mayor como causal de exoneración. 

Cuando nos referimos a la causal exonerativa de fuerza mayor, entendemos 

que esta es el acontecimiento cognoscible, imprevisible, que es externo a la 

actividad del particular, es decir que no deriva de la actividad en cuestión, 

sino que, en realidad, en palabras coloquiales, es algo que viene de “afuera”, 

y que el daño era imposible de evitar, aunque se tomaran todas las medidas 

de precaución necesarias para el mismo.  

 

Para poder analizar la fuerza mayor como causal es necesario aclarar que 

esta contempla tres características: 

 

a) Exterioridad (hecho externo).  Esta característica es de suma 

importancia, ya que el hecho no depende del actuar de ninguna 

de las partes que están involucradas en el hecho dañino.  

b) Irresistibilidad (en los efectos).  Nos indica que el agente se 

encuentra en imposibilidad de obrar del modo en que debe 

(“nadie está obligado a lo imposible”) (Corte Constitucional, 1993). 

c) Imprevisibilidad (en la ocurrencia del hecho dañoso , cuando 

no es posible contemplar dicho hecho con anteriorid ad). Esta 

característica es muy importante, ya que cuando el 

acontecimiento se vuelve susceptible de ser posible, si ese daño 

es evitable, ya no estamos hablando de fuerza mayor. 

 

La fuerza mayor solamente se demuestra con la prueba de un hecho que es 

externo, y al mismo tiempo concreto (causa extraña); cabe aclarar que lo que 

debe ser imprevisible e irresistible no es el fenómeno, lo que debe ser así 

son las consecuencias del actuar de un agente respecto del mismo, logrando 

así la imposibilidad de que se le impute desde algún ámbito.  
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Con base en las características de la fuerza mayor, debemos tener en cuenta 

que la previsibilidad tiene tres criterios sustantivos, y estos deben ser 

analizados en el caso concreto para poder indicar si hay imprevisibilidad:  

 

a) Normalidad y frecuencia.  

b) Probabilidad de su realización. 

c) Carácter excepcional y sorpresivo.  

 

Cuando logramos probar las tres características principales de la fuerza 

mayor, entraríamos ya en otro campo, al tener que analizar el tipo de 

responsabilidad de las personas involucradas. Aunque la fuerza mayor tiene 

efectos exonerativos totales, la doctrina ha expuesto en reiteradas ocasiones 

que puede tener un efecto exonerativo parcial, lo cual dependerá del 

porcentaje de participación que se tuvo al momento del daño, tanto del 

comportamiento que tiene la víctima, como del que podría haber tenido el 

particular.  

 

Por todo lo indicado anteriormente, podemos concluir que las causales de 

exoneración deben ser probadas desde las perspectivas que estos 

acontecimientos sean inevitables e imprevisibles, y que estas sean derivadas 

de causas improbadas, para lo cual es necesario analizar la afectación del 

daño causado para que el juez pueda determinar si existe exoneración o no.  

 

1.2. DEBIDO PROCESO 

 

Cuando se habla del debido proceso es necesario conceptualizarlo como un 

principio jurídico procesal, que permite que cada una de las personas gocen 

de cierto mínimo de garantías, logrando así un resultado equitativo y justo 

dentro de un proceso jurídico. Este principio, según el art. 29 Constitucional, 

debe ser aplicado en todas las actuaciones tanto judiciales como 

administrativas; las personas solamente pueden ser juzgadas conforme a 
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leyes que se encuentren tipificadas, es decir, aquellas que existan en el 

momento de la imputación del acto.  

 

El debido proceso tiene fundamento en la presunción de inocencia, ya que 

todas y cada una de las personas son inocentes hasta que no se les haya 

declarado judicialmente culpables; los ciudadanos, por vivir en un Estado 

social de derecho, tienen derecho, al ser sindicados, a la defensa y 

asistencia de un abogado, a un proceso público sin dilaciones injustificadas, 

a presentar pruebas y poder controvertir las que se tienen en su contra, 

igualmente pueden impugnar la sentencia condenatoria, y finalmente debe 

aplicarse el principio de non bis in ídem (no ser juzgado dos veces por el 

mismo hecho).  

 

Una de las características importantes recae sobre su defensa y respeto 

contra el poder, tratando de equilibrar los abusos que en algunos casos 

pueden llegar a cometer tanto el Estado como sus funcionarios. La base del 

debido proceso aparece a la luz del art. 13 Constitucional, y en los artículos 

7°, 8°, 10 y 11 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en los 

que se consagra la “Igualdad” como derecho fundamental, ya que todas las 

personas son libres e iguales ante la ley, y es por esta razón que deben 

recibir la misma protección y trato por parte de las autoridades, gozando de 

los mismos derechos, libertades y oportunidades.  

 

Para la Corte Constitucional (2017) el defecto procedimental se puede llegar 

a presentar cuando un funcionario judicial desconoce cada forma que tiene el 

juicio, apartándose completamente del procedimiento que la ley le establece, 

lo que puede suceder porque el funcionario desvía el asunto, o permite que 

se omitan algunas etapas del procedimiento, lo que logra que se afecte 

gravemente el derecho, no solo de defensa, sino también de contradicción, 

razones por las que el debido proceso se considera un derecho fundamental, 

y se debe propiciar su aplicación y protección durante todos los procesos.  
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2. ANÁLISIS DEL DEBIDO PROCESO A LA LUZ DE LA 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL POR ACTIVIDADES 

PELIGROSAS 

 

Al tener claridad sobre los conceptos mencionados anteriormente, se podría 

indicar que al hablar de responsabilidad extracontractual por actividades 

peligrosas existe una presunción de responsabilidad, la cual se encuentra 

estipulada en el art. 2356 del Código Civil.  

 

Cuando se analizan los eximentes de responsabilidad en dichas actividades, 

nos indican que no es posible que exista dicho eximente probando la “suma 

diligencia y cuidado” (Corte Suprema de Justicia, 2018)3, sino únicamente 

probando la culpa exclusiva de la víctima, intervención de un tercero 

civilmente responsable, caso fortuito o la fuerza mayor; lo que permite 

preguntarse si realmente hay protección a un debido proceso (el cual es uno 

de los pilares fundamentales del Estado social y constitucional de derecho), o 

la jurisdicción pone el papel de víctima por encima de los derechos de los 

demás, violando de alguna forma el derecho a la igualdad, presunción de 

inocencia, derecho de defensa y poder aportar pruebas. 

 

Al conceptualizar la culpa probada en este tipo de actividades se estaría 

pasando por encima de la Constitución, vulnerando flagrantemente el 

principio del art. 29.  

 

Cabe destacar que para la Corte el debido proceso se funda en:  

 

                                                 
3 La Corte Suprema de Justicia (2018) ha sostenido que “si el juicio de atribución de 
responsabilidad por el ejercicio de actividades peligrosas prescinde del análisis de la culpa 
del demandado –puesto que éste no puede eximirse con la prueba de la diligencia y 
cuidado–, entonces la concurrencia de la conducta del agente con la de la víctima debe 
examinarse en el ámbito de la «coparticipación causal» y no como «compensación de 
culpas»”. 
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a) Una garantía de acceso libre y en igualdad de condiciones de 

justicia, para así lograr una pronta resolución judicial.  

b) Una garantía de un juez natural. 

c) Una garantía con base a la legítima defensa. 

d) Imparcialidad. 

 

Lo anterior, ya que este derecho fundamental constituye un desarrollo del 

principio de legalidad, para poder lograr un límite al poder del Estado.  

 

La Corte Suprema de Justicia (2018) hace un análisis sobre los “Postulados 

generales de la responsabilidad civil por actividades peligrosas”, donde se 

analiza el régimen de responsabilidad por actividades peligrosas como una 

responsabilidad subjetiva, indicando que aunque el art. 2356 del Código Civil 

consagra la presunción de culpa, y únicamente se debe probar en el proceso 

el daño y el nexo causal, esto hace parte del régimen de responsabilidad 

subjetiva, ya que se puede imputar el daño a la malicia o negligencia del 

agente para poder imponer dicha obligación de reparar a la víctima; 

igualmente indica que el enunciado normativo se encuentra en el capítulo del 

código donde se regula la responsabilidad por los delitos y las culpas. Cabe 

aclarar que la mencionada Corte siempre ha apoyado el régimen de 

responsabilidad subjetiva, lo que nos permite analizar que para ella en 

ciertos casos o criterios NO es necesario aplicar la responsabilidad objetiva, 

sino que podemos hablar de responsabilidad subjetiva con culpa presunta, y 

aunque se dice que dicha presunción de culpa se puede desvirtuar con 

alguna de las causales indicadas anteriormente, no existe una explicación 

del porqué la presunción de culpa no admite prueba en contrario con base en 

la suma diligencia y cuidado, ya que si únicamente exonera la causa extraña 

es necesario entonces explicar la diferenciación con la responsabilidad 

objetiva, y en caso de no ser responsabilidad objetiva se debe explicar el 

porqué de la exoneración únicamente por causa extraña, ya que si dicha 

culpa es completamente irrelevante debe explicar la Corte porqué se acude a 
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esta para indicar la conducta y resolver problemas de coparticipación o de 

exposición de dicha víctima; de igual forma, al no indicar un concepto jurídico 

genérico que permita realizar una clasificación de cuáles y cómo son las 

actividades peligrosas, es fácil quedar al arbitrio del juez y su determinación 

para la solución de conflictos que, de alguna manera, se encuentran violando 

el artículo 29 constitucional.  

 

Por ende, es necesario que evolucione el concepto que se tiene de 

responsabilidad civil extracontractual, que la jurisprudencia indique cuáles 

son las actividades que pueden ser generadoras de un riesgo, cómo es 

posible evitar que este tipo de peligro se genere, e indicar cuáles son los 

criterios legales para atribuirle un daño a un agente.  

 

Según la Corte Suprema de Justicia (2012), en la sentencia de diciembre 18 

se hace un análisis de la poca procedencia de la responsabilidad objetiva y 

de la aplicación que la Corte siempre le ha dado a la responsabilidad 

subjetiva, en el caso de actividades peligrosas, puesto que no tendría lógica 

o razón convivir en un Estado social donde sea obligatorio el resarcimiento 

por cualquier tipo de resultado dañoso, en razón a que un acto realizado por 

nosotros intervenga en la realización del daño, aunque este mismo escape 

completamente de nuestra responsabilidad o nuestro control.  

 

En esta sentencia se indica que en la tradición jurídica solo es responsable 

de un acto dañoso quien lo cause con culpa o dolo (infracción al deber 

objetivo de cuidado), aun así, en toda la historia siempre ha existido una 

presunción de culpabilidad; una cosa es la responsabilidad objetiva y otra la 

presunción de culpa en la responsabilidad subjetiva.  

 

En estos casos donde se atribuye la responsabilidad de estas actividades 

prescindiendo de la culpa del demandado (ya que no permite la exoneración 

con la prueba de suma diligencia y cuidado), es necesario que exista una 
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coparticipación causal entre la concurrencia de la víctima y la conducta que 

realiza el agente; no debe llamarse compensación de culpas, ya que, ante la 

falta de explicaciones sobre la solución de problemáticas, conforme a la 

coparticipación causal, los jueces únicamente juzgan fundamentándose en la 

relevancia de la culpa de los sujetos.  

 

En este tipo de responsabilidad no debe atribuirse únicamente por el hecho 

de haber producido un daño (objetiva), tampoco puede atribuirse por el 

hecho de prever el resultado; lo que se debe atribuir debería ser la 

posibilidad que tiene cada persona de evitar la realización de ese riesgo, y 

evitar que se genere un perjuicio, ya que muchos daños que se pueden crear 

en una era posindustrial se vuelven incontrolables e irreversibles, e incluso 

no hay forma de preverlos. El desarrollo de la era posindustrial se convirtió 

en una necesidad para todas las personas, puesto que son integrantes del 

diario vivir, siendo parte del sustento y subsistencia de la mayoría de los 

ciudadanos, razón por la que es ilógico afirmar que únicamente se benefician 

de sus desarrollos posindustriales los dueños de dichos medios, y que son 

ellos quienes están obligados a responder porque son los que generan una 

ganancia. Cada persona, sea dueño de los medios de producción o utilice 

estos para su subsistencia, debe encontrarse en igualdad de condiciones a la 

hora de enfrentar un daño y obligación resarcitoria, merece demostrar si hizo 

todo lo posible por evitar la conducta dañosa, y fue algún elemento 

incontrolable o irreversible lo que hizo que se generara dicho suceso dañoso.  

 

Para poder dar respuesta a este cuestionamiento es necesario tener claridad 

sobre la protección que brinda la jurisprudencia a las víctimas, en el caso de 

desarrollar una actividad que se considera peligrosa como es el “Transporte 

Terrestre”. La jurisprudencia entiende que quien maneja este tipo de 

vehículos automotores lo puede hacer por sus derechos al libre movimiento y 

circulación, junto con los derechos de libertad económica e iniciativa privada, 

pero cabe aclarar que los derechos individuales terminan donde comienzan 
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los derechos de los demás, y al realizar dicha actividad con vehículos se 

arriesga al mismo tiempo ciertos derechos fundamentales de los ciudadanos, 

como la vida, la integridad y la seguridad, todo esto por el simple peligro que 

se produce por la movilización, velocidad y contundencia de los mismos. De 

igual forma, vemos una vulneración a los derechos colectivos y del medio 

ambiente, al uso del espacio público como las vías, la contaminación del aire, 

entre otros, razones por las cuales se considera que la protección que se le 

hace a las víctimas es razonada y proporcional, ya que las personas que 

realizan dichas actividades deben conocer completamente la normatividad 

relativa al desarrollo de su profesión, hacer que se cumpla, y cumplir las 

mismas. Igualmente cabe aclarar que no existe una violación al debido 

proceso, puesto que se permite comparecer a un proceso para hacer valer 

sus derechos. 

 

En estos casos, para mirar si hay una vulneración al debido proceso es 

necesario analizar el iuris tantum (presunción que admite una prueba en 

contrario) o el iuis et de iure (no admite prueba que la desvirtúe). Es 

necesario analizar a fondo el art. 2356 del C.C., donde se indica “que un 

daño se puede imputar a malicia o negligencia”, caso en el que no es 

fundamental o necesario la demostración de la culpa como un acto; como 

dicha culpa no es el núcleo del enunciado normativo, excluye completamente 

la prueba en contrario, es por esta razón que el demandado no puede eximir 

su responsabilidad alegando la suma diligencia y cuidado.  

 

En la responsabilidad por actividades peligrosas es necesario estudiar la 

conducta del agente; se debe analizar si hubo o no evitación para la creación 

de ese riesgo que posteriormente generó un daño; lo que no se debe hacer 

es únicamente mirar el daño, la obligación que se tiene de no causar nunca 

un daño a otro (como lo exige la responsabilidad objetiva), y tampoco 

analizarlo a la luz de la demostración de la culpabilidad como un requisito 

fundamental.  
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Para la Corte Suprema de Justicia (2012), en la sentencia indicada 

anteriormente, es claro que lo que se debe analizar es la imputación, el 

poder atribuirle un hecho dañoso a un agente, razón por la cual que no es 

necesario darle un adjetivo calificativo de ninguna índole, por lo que es 

innecesario decir que “objetiva o subjetiva”.  

 

Lo que la Alta Corporación desea es poner en un plano de igualdad a la 

víctima a la que por alguna razón se le causó un daño, por esto es que la 

Corte habla ahora de responsabilidad objetiva, ya que por el solo hecho de 

causarle un daño a los bienes de otra persona es necesario indemnizarla; en 

este tipo de responsabilidad no es necesario probar la evitación de riesgos o 

la prudencia y cuidado, únicamente el deber de este tipo de responsabilidad 

es: NO causar daños, entonces simplemente quien causa un daño lo tiene 

que pagar, y únicamente si el demandado prueba que él no fue el culpable 

de ese daño se eximiría de responsabilidad; tratar de poner este tipo de 

responsabilidad en una teoría de “riesgo creado” no cabe; no interesa si era 

posible prever o controlar el riesgo, lo único que basta es el daño. 

 

Cabe aclarar que esta posición de la Corte  debe ser analizada, pues en la 

responsabilidad por actividades peligrosas no solamente debe existir la 

posibilidad de evitar un daño a los bienes de las personas, sino que ese daño 

debe provenir del resultado de un riesgo creado por el autor; lo que debería 

importar para el análisis de este caso es si el actor tuvo en algún momento la 

posibilidad de evitar dicho riesgo; se debe es analizar el riesgo creado, y no 

el daño ocasionado, ya que en la responsabilidad objetiva únicamente se 

analiza la producción de un daño ocasionado, mientras que en las 

actividades peligrosas es necesario analizar no solo la producción del daño, 

sino también la creación de un riesgo.  

 

El art. 2356 del C.C. indica que la responsabilidad por dichas actividades 
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solo se genera a todo daño “que pueda imputarse”, caso en el cual es claro 

la necesidad de un riesgo, y que dicho riesgo pueda evitarse o controlarse, 

ya que la norma no nos indica únicamente el daño que se causa ni el delito o 

culpa que se cometa, sino el daño que se pueda imputar, por lo que debe 

existir una gran diferencia entre la responsabilidad objetiva y la 

responsabilidad por actividades peligrosas; no aceptar esto sería indicar que 

la responsabilidad objetiva es exactamente igual a la responsabilidad por 

actividades peligrosas, cosa que no es cierto.  

 

 

 

CONCLUSIONES  

 

Al analizar la evolución jurisprudencial se puede observar que ha variado el 

concepto de responsabilidad subjetiva a responsabilidad objetiva; si se toma 

la responsabilidad extracontractual por actividades peligrosas como un tipo 

de responsabilidad objetiva, aquí puede existir una grave violación al debido 

proceso, puesto que interpretar la norma con base en la responsabilidad 

objetiva es errada, ya que esta debe proceder en casos excepcionales, y el 

sistema jurídico colombiano siempre ha recaído sobre una responsabilidad 

civil de conducta culposa u omisiva, por estas razones el legislador debe 

volver a tener una responsabilidad subjetiva con culpa presunta, mas no una 

responsabilidad objetiva, pues en las actividades peligrosas, por ser tan difícil 

la prueba de la suma diligencia y cuidado, se le exige al actor del daño que 

pruebe cómo sucedieron los hechos a pesar de que este pudo haber tenido 

el cuidado debido; esto significa que no es necesario que el deber objetivo de 

cuidado no sea suficiente para poder refutar dicha presunción de 

culpabilidad, sino que es muy complicado demostrar tal hecho, por lo cual 

solo una causa extraña se vuelve idónea para poder exonerar de culpa al 

actor.  
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Todo lo anteriormente planteado es importante, puesto que una cosa es 

afirmar que una causa extraña exime de responsabilidad, y otra es indicar 

que por esto sea necesario inferir que la culpa del autor no se vuelve un 

factor determinante para imputar la responsabilidad, o que dicha 

responsabilidad sea objetiva. La culpa no es solo el fundamento sino también 

el límite que tiene la responsabilidad civil, puesto que, más allá de dicha 

culpa, solamente puede existir una causa extraña, todo lo cual permite 

analizar si en realidad hay una violación al debido proceso conforme a la 

responsabilidad extracontractual por actividades peligrosas, y podemos 

concluir que no existe ningún tipo de violación, puesto que, aunque sea 

objetiva o subjetiva, desde el principio siempre ha existido una presunción de 

culpa y el legislador permite acceder a todas las demás actuaciones 

judiciales y procedimentales para controvertir dicha culpabilidad, pues por 

realizar una actividad peligrosa nos encontramos en una posición superior 

que las víctimas. 

 

Lo que busca el legislador es equiparar las cargas para que la víctima pueda 

tener una reparación integral, protegiendo así a la víctima y evitando que 

tenga que demostrar quién tuvo la responsabilidad; lo único que el legislador 

le exige al ofendido es acreditar la configuración del daño (existencia del 

daño), y la relación de causalidad entre este y la conducta del autor.  

 

La presunción de culpabilidad que la Corte Suprema de Justicia (2012) tenía 

antes es más asequible, puesto que permite que quien cometió el daño 

pruebe que no lo hizo, mientras que a la responsabilidad objetiva no le 

interesa el concepto de culpa. Se reitera que no es solamente el daño que se 

produce ni el riesgo que se origina de una conducta que se conoce como 

actividad peligrosa, sino que es la presunción rotunda de haber obrado con 

malicia, negligencia o desatención, todo esto con la imprevisión que 

comporta de por sí la culpa, razón por la que no existe una violación al 

debido proceso.  
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Se considera igualmente que la Corte Suprema de Justicia debe brindar un 

análisis más exhaustivo al explicar la diferencia de la aplicación de la 

responsabilidad subjetiva y objetiva, porque, aunque ofrece claridad sobre la 

no violación del debido proceso, sigue existiendo un vacío de las 

apreciaciones legales indicadas anteriormente.  

 

Igualmente se debe dejar claro que al analizar el aspecto del debido proceso 

este mismo se toma en tales casos como una garantía que busca mantener 

protegida a la sociedad, y que quien se juzga sea vencido con todas las 

garantías de defensa que puede tener una persona; es una puerta o muro de 

contención al poder o fuerza que se ejercía por los reyes, ya que en esa 

época no había derecho de defensa, es por esto que hoy este debido 

proceso tiene muchas manifestaciones, y cuando se está juzgando un asunto 

en el que se causa un daño, por ejemplo con su vehículo o con una actividad 

peligrosa, se observa la responsabilidad no desde quien causa el daño, sino 

desde quien lo padece, controvirtiéndose en la explicación de ambos tipos de 

responsabilidad, puesto que en algunas sentencias se indica que la 

responsabilidad por actividades peligrosas es una responsabilidad subjetiva 

con culpa presunta, pero esa culpa presunta no se puede desvirtuar, lo que 

significa de una forma u otra que estamos hablando de una responsabilidad 

objetiva.  
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